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EMITIR DICTAMEN, A LA VISTA DEL INFORME 
ELABORADO POR LA PONENCIA, DEL PROYECTO 
DE LEY ORCANICA POR EL QUE SE MODIFICA EL 
ARTICULO 50 DE LA LEY ORCANICA 2/1979, DE 3 DE 
OCTUBRE, DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

El señor PRESIDENTE: SeAoras y señores Diputados: 
se abre la sesión. Vamos a tratar el punto del orden del 
día para el que ha sido convocada esta Comisión: emitir 
dictamen, a la vista del informe elaborado por la Ponen- 
cia, del proyecto de Ley Orgánica, por el que se modifica 
el articulo 50 de la Ley Orgánica 2l1979, de 3 de octubre, 
del Tribunal Constitucional. Hay una enmiehda al titulo 
y tres a la exposición de motivos, presentada por la Agtu- 
pación de la Democracia Cristiana, que dejaremos para 
el final. Por t h t o ,  para la defensa de la enmienda núme- 
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ro 17, de la Agrupación de la Democracia Cristiana, tie- 
ne la palabra el señor Pérez Dobón. Si S .  S. lo considera 
adecuado, puede también asumir la defensa de las en- 
miendas en las que propone un artículo nuevo y una dis- 
posición transitoria. 

El señor PEREZ DOBON: Señor Presidente, voy a de- 
fender todas las enmiendas presentadas por mi Agrupa- 
ción, con objeto de aligerar el debate. 

El señor PRESIDENTE: Tiene S. S. la palabra para la 
defensa de las mismas. 

El señor PEREZ DOBON: En primer lugar vamos a re- 
tirar las enmiendas números 14, 15 y 16, que son relati- 
vas a la exposicidn de motivos, puesto que con la modi- 
ficación consistente en suprimir dicha exposición de mo- 
tivos, que luego hubiera sido prtámbulo de la ley, se con- 
sigue lo que pretendíamos: aligerar el barroquismo de 
esta exposición de motivos. Es decir, que suprimido el 
preámbulo, no tiene sentido el mantenimiento de las en- 
miendas, porque creemos que ha sido aceptada la inten- 
ción de las mismas. 

Con referencia a la enmienda número 16, en ella pro- 
ponemos que puedan recurrir en súplica contra la provi- 
dencia de inadmisión tanto el Ministerio Fiscal como el 
Defensor del Pueblo. Pensamos que el Defensor del Pue- 
blo debe estar equiparado al Ministerio Fiscal a estos &E- 
tos. Por tanto, solicitamos que la Comisión se pronuncie 
al respecto. 

La enmienda número 17, que hace referencia al apar- 
tado uno del artículo único, tiene como principal propues- 
ta suprimir el requisito de la unanimidad en la sección. 
a efectos del trámite de inadmisión al que este precepto 
se refiere. Vamos a mantener esta enmienda y solicitarnos 
el prqnunciamiento de la Comisión sobre ella porque con- 
sideramos que en un órgano jurisdiccional colegiado el 
criterio de la unanimidad no debe ser determinante. Cree- 
mos que basta el criterio de la simple mayoría y si  en este 
supuesto hubiera mayoría en el órgano jurisdiccional, la 
resolución tendría que tener los mismos efectos que los 
que se pretende con la unanimidad requerida en el pro- 
yecto de ley. Por esos motivos, mantenemos la referida en- 
mienda para su consideración por parte de la Comisión. 

Por otra parte, la Agrupacih a la que pertenezco pre- 
tende, a través de la enmienda número 18, introducir un 
nuevo artículo que propone la modificación del artículo 
86.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 
Como el artículo 86 de la Ley Orgánica regula l a  forma 
en que se producen las decisiones del proceo0 constitucm- 
nal, desde el momento en que en el texto actual se esta- 
blece que l a s  decisiones de inadmisión inicial deben adop- 
tar la  forma de auto, puesto que ya va a haber una deci- 
si& de inadmisión inicial que va P adoptar la  forma de 
providencia, pensamos que debe modificarse el texto de 
la siguiente manera: '« ... Sin embargo., las decisiones de 
inadrnisión inicial, desestimiento, renuncia y caducidad 
adoplarán -la fwma de auto, salvo que la presente Ley dis- 
ponga expresamente de manera distinta., ya que va a ser 

una providencia y no un auto lo que va a determinar, en 
su caso, la inadmisión inicial de estos procesos. 

Finalmente, vamos a retirar la enmienda número 19, 
que postulaba una precisión en el artículo 93.2 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, porque pensamos 
que las consideraciones que se expresan en el informe de 
la Ponencia satisfacen las pretensiones que tenía mi 
Agrupación. 

Con respecto a la enmienda número 20, también la va- 
mos a retirar. Esta enmienda se refería a la disposición 
transitoria. 

Para terminar, nos queda la enmienda ateniente al tí- 
tulo del proyecto de ley que naturalmente la mantene- 
mos, pero excluyendo la referencia al artículo 93. Diría- 
mos que cl texto que se propone es «Proyecto de Ley Or- 
gánica de modificación de los artículos 50 y 86 de la Ley 
Orgánica 2/79, de 3 de octubre, del Tribunal Consti- 
tucional». 

El señor PRESIDENTE: Si no he entendido mal, ¿la en- 
mienda número 16, que se refiere a la exposición de mo- 
tivos, según el cuaderno que el Presidente tiene, también 
la retira su señoría? 

El señor PEREZ DOBON: Las de la exposición de mo- 
tivos todas, puesto que ya no hay exposición de motivos. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, sólo quedan 
las enmiendas números 17 y 18 y la de la rúbrica. 

El s e k r  PEREZ DOBON: Y la número 13. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. 
Para la defensa de las enmiendas números 4, 5, 6, 7, 8, 

9 y 10 tiene la palabra el seítor Mardones. 

El sefior MARDONES SEVILLA: Las defiendo todas, 
de la 4 a la 9 inclusive, referentes al artículo único del pro- 
yecto de ley, que hace referencia a ia modificación del ar- 
ticulo 50, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
y la enmienda número 10, que está dirigida a la disposi- 
ción transitoria del presente proyecto. 

Nuestra enmienda 4 pretende sustituir la palabra «sec- 
ción. por «sala». Al  decir esto, señorías, soy consecuente 
y congruente con los argumentos explicados en el Pleno 
de la Cámara cuando presentamos y defendimos nuestra 
enmienda a la totalidad solicitando la devolución al Go- 
bierno de este proyecto de ley. Nosotros seguimos en la 
misma línea de consecuencia, por mantener este princi- 
pio de las garantías plenas que la ley que aquí se preten- 
de modificar, la número 2 ,  de 3 de octubre de 1979, del 
Tribunal Constitucional, venía a dar. 

La enmienda número 5 se refiere a la Iínea segunda, 
donde dice .acordar mediante providencia la inadmisión 
del recurso». Nosotros entendernos que s i  por la mayoría 
del voto del Grupo Socialista va a pwvaiecer el texto del 
proyecto, ello no es óbice para que 110 se exija ei mante- 
nimiento del máximo de garantías pmcesales que deben 
existir para el amparo dc todo justiciable en un Estado 
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de Derecho, con el marcoque señala nuestra Constitución. 
De aquí que nosotros pretendamos en nuestra enmienda 
añadir la palabra *motivada» después de *providencia.. 
Es decir, es una exigencia de rigor, por razones en Dere- 
cho, de que en todo acto, y más con la preferencia de agi- 
lidad con que aquí se pretende hacer el trámite de recha- 
zo, al menos toda providencia que se dicte, si no ya por 
la Sala, si por esta sección que pretende el texto del pro- 
yecto, sea siempre motivada, sobre todo porque hay una 
serie de condiciones que señala el resto del artículo 50 
que se pretende modificar y que debe servir de pie para 
que la providencia sea motivada. 

La enmienda número 6 está dirigida al apartado a) de 
este mismo artículo, y pretende, al final del párrafo, des- 
pués de donde invoca el caso a que se refiere el artícu- 
lo 4.2, que se haga también referencia explícita a otra 
parte del articulado de la ley que queda viva, como es el 
artículo 85.2. El artículo 85.2 recuerdo a SS. SS. que es 
el comprendido en el título VI1 de la Ley de 1979, refe- 
rente a las disposiciones comunes sobre el prwdimien- 
to, y aquí, en los supuestos subsanables, porque está ha- 
ciendo referencia al artículo 50 de la presente ley, es don- 
de la Ley de 1979, en su artículo 85.2, invoca al SO de 
aquella ley, que va a seguir siendo 50 con el texto modi- 
ficado que ahora se trae. A nosotros nos parecerfa que 
aquí, por garantías de procedimiento y derechos del jus- 
ticiable, hay que hacer la invocación expresa no solamen- 
te al artículo 4.2 que trae el texto del proyecto, sino tam- 
bién al artículo 85.2. 

Paso seguidamente a la enmienda 7, dirigida al apar- 
tado c )  de este mismo artículo, en que nosotros soíicita- 
mos la supresi6n, al final, de la frase upor parte del Tri- 
bunal Constitucionalu. Se está refiriendo, señorías, a que 
cuando la sección (como aquí pretende ei proyecto, para 
nosotros la sala) podrá denegar mediante providencia el 
recurso, se dice en el apartado c), si la demanda carece 
manifiestamente de contenido que justifique una decisión 
sobre el fondo de la misma por parte del Tribunal Cons- 
titucional. A nosotros nos parece excesiva la atribución 
que aquí el proyecto de ley concede a la sección, en con- 
secuencia con el texto del Gobierno, de una competencia 
del propio ámbito general del Tribunal Constitucional. Si 
se quiere mantener la sección, circunscríbase a la misma, 
pero que no invada la competencia de esa sección el ám- 
bito, nada más y nada menos, que del propio Tribunal 
Constitucional, casa que nosotros consideraríamos accp- 
table si e4 texto hubiera invocado a la sala v no a la 
sección. 

La enmienda número 8 está dedicada al apartado 3 de 
este artículo 50, y es consecuencia de enmiendas antwio- 
res, como la primera que hemos dicho, de sustitución dc- 
la palabra «seccióaru por rsalau, que es la q u ,  consagró 
siempre la ley de 2 de 1979. 

La enmienda número 9 wtá  dirigida al apartado 4 ,  v 
pretende hacer una sustitución 'de todo su texto. La re- 
dacción del proyecto dice que contra el acto de inadmi- 
sión de una demanda de amparo constitucional, no cabrá 
recurso alguno. Nosotra ciccirnos que contra el acto cic 
inadmisien de una demanda dc amparo conbtituciunal, 

cabrá el recurso ante la Sala. No me extiendo en las ra- 
zoncs, porque están expresadas en su justificación y re- 
sultan obvias por los argumentos que ya he venido dando 
y que se habían dado también en la enmienda a la tota- 
lidad defendida en el Pleno. - 

Finalmente, presento y defiendo la enmienda número 
10, a la disposición transitoria, que a nosotros no nos pa- 
rece pertinente, porque introduce en el texto de la ley el 
principio de retroactividad. Donde dice que lo dispuesto 
en la presente ley orgánica será de aplicación a las de- 
mandas de amparo que se encuentren pendientes de ad- 
misión a la fecha de su entrada en vigor, nosotros propo- 
nemos que se añada la palabra «no», es decir, que lo dis- 
puesto en la presente ley no será de aplicación, porque no 
estamos de acuerdo en que se aplique un principio de re- 
troactividad a demandas de amparo que para la defensa 
de los derechos fundamentales y libertades individuales 
se hayan presentado según la todavía vigente Ley de 1979, 
del Tribunal Constitucional, en su artículo 50. 

El seírur PRESiDENTE: Para la defensa de su enmien- 
da número 3 tiene la palabra el seeñor Bandrés. 

El seM BANDPES MOLE": Muchas gracias, señor 
Presiden te. 

Esta enmienda es igual, en parte, a la 17, de D e m r a -  
cia Cristiana, o a la 12, de Izquierda Unida, o a la 9, del 
señor hdardwies, y no sé si alguna más, aunque en 4a pri- 
mera de ellas la verdad es que no terrnirw de entender 
por qué el Defensor del Pueblo puede interponer recurso 
en el procedimiento en que no es parte. Pero dejando 
aparte esa cuestión, que me llama la atención, son simi- 
lares, porque tratan de extender el derecho al recurso a 
Ias partes presentes en el procedimiento. 

Los señores Diputados saben que el esquema tradicio- 
nal del proceso es un juzgador -que puede ser un órgano 
unipermal  o un órgano colegiado- y luego las partes, y 
en los procesos civiles, sobre todo cuando no existe inter- 
vención del Ministerio Fiscal p w  imperativo de la ley, 
csta igualdad está perfe&mente clara: demandante y de- 
mandado son partes con iguales derechos frente al juzga- 
dor o junto al jugador,  que es quien va a dictar la reso- 
lución definitiva. 

En el contcncioao-administrativo quizá esté un poco 
m a s  confuso, pero, en principio. también las partes son 
demaruiantc, abogado o letrado del Estado, con la consi- 
deracibn dc que ése e b  el Estado, defendiéndose y el juz- 
gador es el Estado juzgando, en cierto modo, poderes del 
Estarlo, pe7o vo crco que la distincih está clara y de he- 
cho la igualdad entre las partes tarnbibn queda perfecta- 
mente nitida. 

QuiLá en Derecho Penal empieza a quebrarse un poco, 
cuando menos en la práctica, este principio, porque en 
tcoria iambicn cstá claro: acusación particular, acusación 
pública, fiscal, que p u d e  convertirse incluso en defensor 
5i retira b u  acusac~m, c m  w da cl caso con algna frc- 
cucncia -no toda la dcheadzi por los defensores del pro- 
cebado-, v ~ l ~ ~ g o  el prucesado con su defensor. Pero no- 
wtrob, en la practica, si y w  hcrnos visto que inciuso has- 



- 

COMISIONES 
8544 - 

9 DE MARZO DE 1988.-NúM. 241 

ta en el vestuario de magistrados y fiscales se observa una 
cierta similitud, diferenciándose de los que ocupan las de- 
fensas de la acusación particular y del defensor. Y en la 
práctica, además, de cada día en los juzgados, sobre to- 
dos los abogados, cuando éramos jóvenes e iniciábamos 
nuestra carrera, veíamos que había ciertas conexiones en- 
tre fiscalía y tribunal que nosotros no entendíamos muy 
bien y que nos hacían pensar que aquéllos eran funciona- 
rios de otro género distinto de nosotros. Aunque también 
es verdad que en la teoría, al menos procesal, las partes 
son: fiscal, acusador particular y defensor, el Tribunal 
está separado con claridad, y se produce también, insis- 
to, en la teoría de forma clara y en la práctica de forma 
un poco más confusa, esta igualdad de derechos entre las 
partes. 

El Tribunal Constitucional, hasta este momento, tam- 
bién ha estado muy claro. Estaba el demandante o solici- 
tante de amparo, y estaba el Ministerio Fiscal. Y este pre- 
cepto que estoy combatiendo y que deseo reformar dese- 
quilibra, a mi juicio definitivamente, ese esquema de 
igualdad entre las partes, el trípode, diríamos, de la esen- 
cia de juzgar, y con ello se desequilibra un principio que 
aparece en la dogmática procesal y que es muy importan- 
te, que es justamente ese principio de igualdad de las par- 
tes. Esta es la razón que nos invoca a mantener esta en- 
mienda, que lo que pide, al igual que otras enmiendas, es 
simplemente que contra esa providencia a que se refiere 
este artículo 50 de inadmisión, que se toma por unanimi- 
dad, etcétera, se pueda recurrir en súplica por las partes 
que están presentes en ese procedimiento, que son, en de- 
finitiva, el Ministerio Fiscal y el demandante o solicitan- 
te de amparo. 

Esta es, señor Presidente, la filosofía que inspira nues- 
tra enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Existe también la enmienda 
número 12, del Grupo Parlamentario Mixto-Agrupación 
de Izquierda Unida-Esquerra Catalana. El señor Mardo- 
nes tiene la palabra. 

El señor MARDONES SEVILLA: Me ha pedido el re- 
presentante de esta Agrupación, don Nicolas Sartorius, 
que está en la Comisión de Justicia en estos momentos, 
que se dieran por defendidas aquí sus enmiendas a efec- 
tos de votación. 

El señor PRESIDENTE: Las damos por defendidas y 
las someteremos a votación en su momento. Para turno 
en contra, tiene la palabra el señor Berenguer. 

El señor BERENCUER FUSTER: Voy a tratar de dar 
respuesta puntual a las intervenciones de los distintos 
grupos o Diputados enmendantes. 

En cuando a las enmiendas no retiradas por parte de 
la Agrupación de la Democracia Cristiana, y a la número 
17, que pide esa extraña legitimación del Defensor del 
Pueblo para recurrir la providencia de inadmisión de un 
recurso, me remito pura y simplemente a las palabras que 
el señor Bandrés ha manifestado al defender su enmien- 

da, porque yo tampoco puedo comprender qué parte es el 
Defensor del Pueblo para concederse una legitimación 
para recurrir. El Defensor del Pueblo no interviene en es- 
tos recursos de amparo y, por tanto, concederle la legiti- 
mación para recurrir la providencia, me parece que es in- 
troducir un elemento extraño en el procedimiento. 

Respecto a las otras enmiendas mantenidas por la 
Agrupación de la Democracia Cristiana, aquella que se re- 
fiere a la posibilidad de un artículo nuevo al proyecto de 
ley para modificar el artículo 86.1 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional, creemos que no le falta razón y 
que podría ser admisible el texto que propone la Agrupa- 
ción enmendante. En nuestra opinión es también admisi- 
ble el texto del proyecto de ley, y en todo caso nos reser- 
vamos la decisión definitiva para la votación que tendrá 
lugar en el Pleno de esta Cámara. En consecuencia, la po- 
sición que adoptemos en cuanto a esta enmienda conlle- 
vará una posición idéntica a otra enmienda que queda 
viva por parte de la Agrupación de la Democracia Cris- 
tiana referente a la rúbrica de la ley. 

El señor Mardones sostiene diferentes enmiendas, algu- 
nas de ellas inexplicablemente planteadas y otras inex- 
plicablemente mantenidas. En la enmienda número 4, el 
señor Mardones propone sustituir el término «sala D por 
la palabra «sección», que es la que se incluye en el pro- 
yecto de ley, porque dice que da más garantía. No vamos 
a entrar sobre si la resolución de una sección supone ma- 
yores garantías que una resolución adoptada por la sala 
o por el Pleno del Tribunal Constitucional. Pero lo que es 
cierto es que el artículo 8 de la Ley Orgánica del Tribu- 
nal Constitucional, no modificado por esta ley, establece 
que para el despacho ordinario y la decisión sobre la ad- 
misibilidad o inadmisibilidad de los recursos, el Pleno y 
las salas constituirán secciones, compuestas por el respec- 
tivo Presidente o quien le sustituya y los magistrados. En 
consecuencia, si 'en ese precepto, que no está modificado 
y que tampoco el señor Mardones propone su modifica- 
ción, se establece la obligatoriedad de constituir seccio- 
nes para adoptar las decisiones que afectan a la admisi- 
bilidad o inadmisibilidad de los recursos, no entendemos 
por qué se propone ahora la sustitución de la sala en lu- 
gar de la sección. 

La enmienda número 5 propone añadir la palabra « mo- 
tivadan después del término «providencia.. Creemos que 
es también totalmente innecesario, y lo es porque en el 
párrafo 2 del artículo 50, en la redacción dada por este 
proyecto de ley, se establece con claridad que no se trata 
de que la providencia adoptada por unanimidad y decla- 
rando la inadmisibilidad del recursos diga simplemente 
«no ha lugar», sino que tiene, obligatoriamente, de acuer- 
do con este número 2, que indicar el supuesto en el que 
se encuentra dicho recurso. Pero incluso si se trata de un 
supuesto incluido en la letra d) del número 1 del artícu- 
lo 50, es decir, de un supuesto de inadmisibilidad porque 
el Tribunal Constitucional hubiera ya desestimado en el 
Fondo un recurso o cuestión de inconstitucionalidad o un 
recurso de amparo en supuesto sustancialmente igual, tie- 
ne la providencia que señalar expresamente la sentencia 
D sentencias que contengan la resolución. En consecuen- 
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cia, es innecesario que se diga que la providencia ha de 
ser motivada, ya que el propio texto del proyecto de ley 
que estamos defendiendo establece la motivación y los 
términos de la misma a los efectos de conocimiento de las 
partes sobre qué supuesto es al que se refiere o por el que 
se declara la inadmisibilidad del recurso. 

La enmienda número 6 es una de las que no entende- 
mos la razón de su mantenimiento en esta Comisión, por- 
que propone que se añada «sin perjuicio de lo estableci- 
do en el artículo 85.2u, y yo invito al señor Mardones a 
que lea el anexo que se incluye junto con el informe de la 
Ponencia al número 4 del artículo 50, donde, por decisión 
unánime de la propia Ponencia, ya se establece aquello 
que le preocupaba al señor Mardones y que incluye en su 
propuesta de enmienda número 6. Cuando en la deman- 
da -dice el informe de la Ponencia en el número 4 del ar- 
tículo 50- de amparo concurran uno o varios defectos de 
naturaleza subsanable, la sección procederá en la forma 
prevista en el artículo 85.2, es decir, que concederá al de- 
mandante de amparo la posibilidad de subsanar aquellos 
defectos que sean subsanables. 

La enmienda número 7, referida a la letra c), del nú- 
mero 1 del artículo 50, me parece que es también total- 
mente innecesaria, ya que pensar que la sección que adop- 
ta la resolución es algo ajeno al Tribunal Constitucional, 
es una cuestión que no es en absoluto defendible. El Tri- 
bunal Constitucional es el pleno, es la sala y es también 
la sección, y las resolucions que adopte la sección son re- 
soluciones del Tribunal Constitucional, de la misma ma- 
nera que las sentencias que dicta la Sala 11 o la V del Tri- 
bunal Supremo son sentencias del Tribunal Supremo y 
no sentencias exclusivamente de una sala a efectos doc- 
trinales. 

Por último, y dejando al margen el tema de los posi- 
bles recursos -sobre los que voy a dar una respuesta con- 
junta a los distintos enmendantes-, propone el señor 
Mardones que se modifique la disposición transitoria 
para que los preceptos procesales incluidos en este pro- 
yecto de ley no sean aplicables a los recursos que estén 
pendientes de resolución en este momento. 
Yo creo que pensar que este recurso disminuye las ga- 

rantías a los afectados es algo que no responde a la rea- 
lidad. Pensar que la retroactividad está impedida por la 
Constitución española es algo que no responde a la reali- 
dad. Invito, en consecuencia, al señor Mardones al atento 
análisis del número 3, del artículo 9." de nuestra Consti- 
tución, que impide y prohibe exclusivamente la irretroac- 
tividad de las disposiciones sancionadoras no favorables 
o restrictivas de derechos individuales. Puesto que no se 
trata de una disposición sancionadora, es obvio que este 
proyecto de ley puede ser perfectamente retroactivo. 

Finalmente, tanto el señor Bandrés como el señor Mar- 
dones y la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra Ca- 
talana defienden que quepa recurso contra la providen- 
cia de inadmisión, incluso aunque ésta haya sido dictada 
por unanimidad. El señor Bandrés, en el día de hoy, nos 
ha hecho una brillante exposición, atractiva por otra par- 
te y bien fundada, aserca de la igualdad de las partes. En 
esa teoría tenemos que mostrarnos de acuerdo, lo quc su- 

:ede es que no tiene aplicación a este precepto, no tiene 
aplicación a este momento procesal del recurso de ampa- 
'o, puesto que el Ministerio Fiscal, en el recurso de am- 
Jaro, no es una parte propiamente dicha, sino que tiene 
ma  posición, de acuerdo con su propio estatuto orgáni- 
:o, absolutamente diferente o distinta a la de una parte 
wocesal. Se producirfa una desigualdad entre las partes 
ji  se concediera, por ejemplo, la posibilidad de recurso 
:ontra esta providencia al letrado del Estado represen- 
tante de la Administración, en el supuesto de que sea un 
recurso de amparo interpuesto contra un acto o actuación 
de la Administración, porque el letrado del Estado es una 
parte y el recurrente es otra, pero aquí no se le da esa po- 
sibilidad al letrado del Estado, no se le da una legimita- 
rión a una de las partes y no a otra, sino que precisamen- 
te en interés de ley, precisamente en interés público, se le 
da la legitimación al Ministerio Fiscal que, de acuerdo 
ion el artículo 47.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Cons- 
titucional y con su propio estatuto orgánico, tiene como 
misión la defensa de la legalidad y de los derechos de los 
iiudadanos, al fin y al cabo, la defensa del interés públi- 
co. Por eso se le da esa legitimación, pero no porque sea 
una parte enfrentada al recurrente de amparo. En conse- 
cuencia, el hecho de que se le dé la legitimación al Minis- 
terio Fiscal y no a la parte recurrente, no supone una quie- 
bra del principio de igualdad entre las partes. 

Por otra parte, estas enmiendas van frontalmente diri- 
gidas contra lo que es el espíritu del proyecto de ley. Pen- 
semos en el procedimiento actual y pensemos en aquello 
que pretcndcn los enmendantes. 

El procedimiento actual, no lo olvidemos, es que hay 
un auto en el que se declara la inadmisibilidad del recur- 
so, y contra ese auto no cabe recurso alguno. El proyecto 
de ley lo que intenta es evitar que los recursos de amparo 
ante el Tribunal sean un tercer recurso y que el Tribunal 
Constitucional se convierta en una Sala de revisión de las 
sentencias, en su caso, del Tribunal Supremo o cuando se 
haya agotado la vía jurisdiccional ordinaria. Para evitar 
eso se trata de acelerar el procedimiento. Pues bien, con 
el sistema que proponen los enmendantes, en lugar de 
acelerar el procedimiento, lo que se haría es retardarlos, 
ya que frente al sistema actual de un auto contra el que 
no cabe recurso alguno, habrfa otro sistema consistente 
en providencia, y contra esa providencia cabría un recur- 
so y para responder al mismo, se dictaría un auto. Es de- 
cir, que con este procedimiento, en lugar de aligerarse los 
recursos de amparo, lo que se contendría es una mayor 
lentitud en los mismos y por ello he mantenido que de- 
trás de estas enmiendas hay un ataque frontal al espíritu 
que pretende el proyecto de ley, por lo que no podemos 
mantenerlas ni aceptarlas. 

Creo que con todas estas manifestaciones he dado pun- 
tual respuesta a todas y cada una de las enmiendas que 
han sido mantenidas y anuncio que vamos a votar en con- 
tra de ellas, sin perjuicio, en su caso, de volver a reconsi- 
derar la posibilidad de voto favorable a la enmienda nú- 
mero 18, de la Agrupación de Diputados de la Dernocra- 
cia Cristiana. 
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El señor PRESIDENTE: ¿Turno de réplica? (Pausa.) 
El señor Pkrez Dobón tiene la palabra. 

El señor PEREZ DOBON: Quiero agradecer la buena 
disposición del Grupo mayoritario en relación con la en- 
mienda número 18, que esperamos se vea confirmada en 
el transcurso del debate en el Pleno, e igualmente en lo 
que afecta a la enmienda número 13, relativa a la rúbrica. 

Con respecto a la enmienda número 17, en consonan- 
cia con la lógica humildad que se presume, dada la IIUC- 

va denominación de la Agrupación a la que pertenezco, 
tiene toda la razón tanto el señor üandrés como el señor 
Berenguer, y la reduciríamos a la modificación relativa 
al párrafo inicial del apartado 1, del artículo 50, y a la su- 
presión del apartado 3. En cambio, no modificaríamos el 
apartado 2 ,  puesto que la eliminación de la referencia al 
Defensor del Puebla, que creo que es lógica y justificada, 
dejaría sin contenido la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Mardones. 

El sefior MARDONES SEVILLA: En primer lugar, 
quiero agradecer a don Luis Berenguer, portavoz socia- 
lista, el tano en que ha ido rechazando mis enmiendas y 
lamentar que tengamos aquí una disparidad de criterios 
que no conduzca a la finalidad que pretendían mis 
enmiendas. 

Sehor Berenguer, le voy a aclarar el hilo conductor de 
todas mis enmiendas, que ha dicho que son inexplicables 
en su mantenimiento. El hilo conductor es único. es la 
prevalencia de los derechos del justiciable y ,  como con- 
secuencia de ella, por supuesto, la igualdad de las partes, 
pero una consecuencia de las mismas. Todo el hilo con- 
ductor. repito, es la defensa de los derechos del jus- 
ticiable. 

Entiendo que este proyecto de ley no supone subir un 
peldaño en relación a la Ley anterior en cuanto a la de- 
fensa de las garantías del justiciable: a Lo sumo es bajar- 
lo. Las razones que se han justificado por parte del Go- 
bierno SQR el atasco de recursos de amparo, que no hay 
capacidad humana dentro de los doce magistrados del 
Tribunal Cmstitwionai, etcétera, pero desde luego Lo que 
yo no ueo p ningún La&, repito, es que esto sea subir 
un peldairo en el recurso de amparo, de tas libertades y de- 
recha  individuales. 

Par último, entm ea  el asunto de las enmiendas reha- 
tienda las argumentas que usted me ha dicho, muy 
rápidamente. 
En cuanto a mi propuesta de sustitución de la palabra 

usecciónu por usalw, usted me invoca el artículo 8." de la 
Ley Orgánica det Tribunal Constitucional, que dice que 
el pleno y las salas canskttuirám seccimes, perQ YO le leu 
a usted el artícuia 7:. que dxe que el T r i b l  Cmstitu- 
c i o d  cwsta  de das salas. cada UM compuesta p o ~  seis 
mqistradas. aambrada p o ~  el Tribunal en Pleno. y des- 
pusS CM su respectiuo Presidente. 

La &fereacia cutiiativa que hayh c m  la ley en la 
mama,, es que la d a  sabe Usted que es. 6: seu magrsbra- 

dos y la sección es de dos con un Presidente. Y le vuelvo 
a decir que mi hilo conductor es la garantía plena de los 
derechos del justiciable, entendiendo que obtiene mejor 
amparo -valga \a expresión- frente a seis magistrados 
que frente a tres. Esta es una respuesta. 

Segundo, en cuanto a la posibilidad del recurso ante la 
Sala. El Gobierno, en el punto 2 de su proyecto, ha reser- 
vado la posibilidad de recurso solamente al Ministerio 
Fiscal, que se dirigirá en súplica. YO estoy plenamente de 
acuerdo con la teoría que ha expuesto el señor Bandrés, 
es decir, la teoría de la igualdad de las partes, porque 
cuando usted invoca, senor Berenguer, el artículo 47, pun- 
to 2 ,  de la Ley del Tribunal Constitucional, que dice que 
el Ministerio Fiscal intervendrá en todos los procesos de 
amparo en defensa de la legalidad, de-los derechos de los 
ciudadanos y-del interés público regulado por la ley, por 
supuesto, ya sabemos que no es un enfrentamiento con la 
otra parte justiciable. Lo entiendo perfectamente, pero es 
que había que leer también el artículo 47, punto 1, y lo 
que sigue diciendo el artículo 50 de la vigente ley que se 
pretende suprimir, es decir, las garantías del justiciable, 
y una de ellas es la igualdad de las partes, pero tanta 
igualdad del justiciable como del Ministerio Fiscal. Aho- 
ra resulta que solamente va a tener posibilidad de este re- 
curso ante la providencia del apartado anterior, el Minis- 
terio FiscaI. 

El punto 4 viene a decir que contra el auto de inadmi- 
sión de una demanda de amparo constitucional, no cabrá 
recurso alguno. Yo suscribo plenamente la teoría de la 
igualdad de las partes. Es uno de los fundamentos de 
nuestro Derecha, parque, si no, aquí de alguna manera es- 
tamos -no voy a emplear una palabra tan dura como vi- 
ciando- pero sí drenando, desaguando aIgunos de Los 
principios en que todo Estado de Derecha y sus códigos 
de justicia se tiene que sustentar hndamentahente.  

Respecto a la última enmienda, mantenernos la posibi- 
lidad de que en esta linea de La igualdad de las partes que- 
pa este recurso no solamente parayel Ministerio Fiscal, 
porque en la Ley de i950 e) Ministerio Fiscal tenía La ca- 
pacidad de estar Legitimado par lo que dice el articulo 
472  para intervenir en este tema, pero al mismo tiempo 
estaba Iegitirnada también la parte del justiciable. 

Finalmente, respecto a la enmienda a ta d t sp ic ión  
kransitoria, nosotras hemos entendido que pese a esa re- 
Iacián que ya en el debate de totalidad habíamos alerta- 
do en cuanto a la exposición de motivos, se permitía nada 
m& y nada menos que decir al Tribunal Constitucional 
que ya está concluida la etapa de e l a b a c i h  doctrinal. 
Nosotros dejamos ia euolwióh del Derecho siempre abier- 
ta, al igual que a nadie se le ocurre decir que el Tribunal 
Supremoha te-rminadnsu etapa de jurisprudencia. En esa 
misma línea IIosotr'us decimos que no se agkique esta re- 
troactiuidad a tos procesos pendientes de admisibn del re- 
CWSD de amparo. Estamos hablan& de tecursos de am- 
puo. no de multas pap- ccmsumrr o tráEico. Estamos ha- 
&& Q urnas cuestikmes muy seriass. cortságradas y de- 
ion&&% en nueskrcl texto c o n s b i t ~ ~ i d ,  rilda rnás y nada 
mmms que &rmhas fumdamentoks y las libertades 
individuahes. 
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El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra el setior 
Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, voy a 
emplear al hacer uso de la palabra, la misma humildad 
que nuestro colega de la Democracia Cristiana. Hace ya 
algún tiempo, mi propia familia observó que faltaba un 
día un frasco de mermelada, y preguntó la madre: ¿Al- 
guien sabe qué pasa con este frasco de mermelada? Y dijo 
uno de mis sobrinos: Creo, me parece, no estoy seguro, 
que me lo he comido yo. (Rime.) Desde entonces, yo uso 
mucho el creo, me parece, no estoy seguro, porque, ade- 
más, creo que es una forma de ser más sabio. Yo creo, me 
parece, no estoy seguro que el Fiscal es una parte en este 
procedimiento. Es una parte en la primera fase. 

El procedimiento tiene tres fases. Tiene un trámite de 
admisión, un trámite de alegaciones y un trámite de re- 
solución. En el trámite de admisión, las partes, a mi jui- 
cio -insisto en que creo, me parece, no estoy seguro-, 
son el demandante y el fiscal. En el trámite de alegacio- 
nes, es el demandante, el fiscal y el abogado del Estado. 
Estamos hablando ahora de la primera parte, estamos ha- 
blando de un trámite de admisión, artículo 50. Por eso, 
aquí no se habla para nada del abogado del Estado. Ni si- 
quiera se notifica al abogado del Estado la providencia 
por la cual no ha lugar la admisión del recurso. Sin em- 
bargo, se notifica al fiscal. Yo sí creo que el fiscal aquí es 
parte, pese a la documentada y sabia opinión de mi com- 
panero, el representante del Grupo Socialista. 

Además, aquí podría ocurrir -también creo, me pare- 
ce, no estoy seguro que fue Ockman, el filósofo, el que es- 
tudió la diferencia entre el ser y el deber ser- que con- 
fundamos a veces el ser con el deber ser respecto a la fun- 
ción del fiscal. 

El fiscal, de acuerdo con el estatuto orgánico, tiene fun- 
ciones muy nobles, muy por encima del Estado, muy por 
encima de los intereses particulares, incluido el interés 
particular que pudiera tener el Estado. Pero no olvidemos 
que aquí estamos en un recurso de amparo que protege a 
los ciudadanos frente a las violaciones de los derechos y 
libertades comprendidas en los artículos 14 a 29 de la 
Constitución, que estén originadas por disposiciones, ac- 
tos jurídicos o simple vía de hecho de los poderes públi- 
cos -Estado, comunidades autónomas, etcétera-. Hay 
una tendencia -estamcls ya en la frontera entre el ser y 
el deber ser del fiscal- a proteger, a amparar, a decir que 
lo que ha hecho el Estado, las institucionesJa Adminis- 
kración, con A mayúscula. está bien hecho. Yo no tengo es- 
tadísticas. pero haría un estudio detallado de los miles de 
recursos de amparo que ha visto el Tribunal Cunstitucio- 
nak y ver qué paición ha adoptado el fiscal en cada uno 
de e l h  para establecer, por lo menos, una tesis de tipo 
estdístico. 

Suscribo la idea que mancjaba el senor Mardones de 
las garantías de1 justiciabie, las garantías del que va a pe- 
L r  justicia en materia can grave y tan seria como ésta. 
De acuerdo con esto no puede constituir -ya lo dije en 
la enmienda de totaiidad en La discusión que se produjo 
en el htmicich- una tercera instancia: de acuerdo con 

eso. Pero para eso tiene medios el Tribunal Constitucio- 
nal, que puede decidir que se ejecute el acto. El Tribunal 
Constitucional, cuando recibe un recurso de amparo, 
toma la decisih sobre si ese recurso suspende o no EUS- 

pende el acto o la resolución que se discute. Ahí tiene la 
vía para que esto no conduzca al abuso sistemático. 

De todas formas, me apunto más a que, en caso de error, 
este error favorezca al individuo, no que favorezca a las 
grandes instituciones. Esta es la razón por la cual, cre- 
yendo, además - c o n  esas inseguridades que he apunta- 
do y que se refieren al frasco de mermelada-, que el fis- 
cal es parte de ese procedimiento, al menos en esta pri- 
mera fase, me parece que también en la segunda, man- 
tengo aquí y pienso seguir manteniendo en el Pleno el tex- 
to, Dios mediante. (Rima.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Berenguer. 

El señor BERENGUER FUSTER: Yo creo, señor Ban- 
drés, retomando sus palabras, que no se trata sólo de hu- 
mildad ni de escepticismo. Yo creo que todos aquellos que 
tenemos una cierta y relativa formación jurídica, hemos 
comprendido desde el inicio de nuestros estudios que en 
el mundo del Derecho las cosas nunca son ni blancas ni 
negras, sino que, en todo caso, existe una amplia y vario- 
pinta gama de colores grises. Por tanto, cabe una discu- 
sión franca en la que cada uno mantenga sus posturas, 
alejadas de todo dogmatismo, porque si hay algo que ten- 
ga que estar alejado de los dogmatismos es el mundo del 
Derecho. 

Desde esa posición, y también con toda la relatividad 
del mantenimiento de una postura en términos jurídicos, 
yo quiero decir al senor Bandrés que no puedo estar de 
acuerdo con su posición acerca de que el Ministerio Fis- 
cal es una parte en este trámite del recurso de amparo. 

Para que haya una parte tiene que haber una confron- 
tación de posiciones. Cada una de las partes mantiene en 
el procedimiento una posición diferente. En consecuen- 
cia, si el Ministerio Fiscal estuviera manteniendo una po- 
sición diferente al solicitante de amparo, sería absurdo 
que le diera una legitimación para recurrir las providen- 
cias de inadmisión, porque, en ese caso, esa providencia 
de inadmisión estaría dando la razón a la posición que 
está defendiendo el Ministerio Fiscal, si S. S. lo considera 
como parte. Y no es así. Se le da una legitimaci6n para 
que recurra contra la providencia de inadmisión, es de- 
cir, para que recurra algo - e n  la posición que usted man- 
tiene- con lo que él está de acuerdo, es decir, con que no 
se admita al recurso de amparo. Esto nos lleva claramen- 
te a la conclusión, desde mi punto de vista y con todas 
las cautelas, de que el Ministerio Fiscal no es una parte y 
que aquí está en defensa del interés público y en defensa 
de la legalidad. No está defendiendo que no se conceda el 
amparo, sino que está defendiendo, y por eso se le da le- 
gitimación, si esa providencia de inadmisión, aunque se 
haya adoptado por unanimidad de los miembros de la sec- 
ción, es correcta o no es correcta. Y si el Ministerio Fiscal 
la considera incorrecta puede perfectamente recurrida. 
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Yo creo que de esto se deduce que el Ministerio Fiscal, 
aparte de otras razones de tipo técnico, no es una parte, 
sino que es, de acuerdo con su propio estatuto orgánico, 
un verdadero defensor de la legalidad y del interés pú- 
blico. 

Contesto también a los señores Bandrés y Mardones 
conjuntamente en cuanto a la prevalencia de los derechos 
del justiciable. Yo creo que puede ser malo para todos el 
que podamos tener la sospecha de que con este proyecto 
de ley se reducen los derechos del justiciable en el recur- 
so de amparo. Pienso que todos tenemos que hacer una re- 
flexión acerca de cuál es el procedimiento que se estable- 
ce para declarar la inadmisibilidad de un recurso de am- 
paro y que pensemos, de acuerdo con nuestras propias 
conciencias, y que también lo hagamos público, si consi- 
deramos que con este procedimiento se reducen los dere- 
chos. Desde mi punto de vista la respuesta es suficiente- 
mente clara: no hay reducción de los derechos del justi- 
ciable. Pensemos cuál es el procedimiento en la actuali- 
dad y cuál es el procedimiento a partir de la entrada en 
vigor de esta ley. En la actualidad, insisto, cuando hay al- 
gún supuesto -lo mismo que se contienen en este proyec- 
to de ley- de inadmisión de resurso de amparo, se dicta 
un auto, que no da lugar a ningún recurso. Con el proyec- 
to de ley lo que se pretende es que cuando haya unanimi- 
dad de los miembros de la sección, se dicte una providen- 
cia contra la que no se dará ningún recurso. Es decir, la 
misma situación que la actual. Por otra parte, cuando no 
exista esa unanimidad sí que habrá un recurso posterior 
ante la sala. Por lo tanto, en comparación con la situa- 
ción actual se puede opinar perfectamente -y no es ab- 
surdo que se pueda llegar a ello- que las garantías para 
el justiciable en lugar de disminuir aumentan. 

Por otra parte, dice el señor Mardones que tiene siem- 
pre más garantías una sala compuesta por seis magistra- 
dos que otra compuesta por un presidente y dos magis- 
trados, es decir, por tres magistrados. Esto es, en todo 
caso, muy discutible. Podemos llegar a la conclusión de 
que podría ser así. 

El argumento que le he dado al señor Mardones no se 
refiere sólo al tema de las garantías -yo pienso que las 
garantías en todo caso son las mismas-, sino que a lo 
que yo me he referido es a que en el supuesto de aceptar 
su enmienda, que sea la sala la que dicte la resolución y 
no la sección, como contiene el proyecto, sería necesario 
modificar el artículo 8: de la Ley Orgánica 2 de 1979, ya 
que en dicho artículo se establece que las resoluciones 
acerca de la inadmisión de un recurso de amparo las dic- 
ta la sección, y para eso se constituye dicha sección. 

En cuanto a la teoría de la parte mantenida por el se- 
ñor Mardones, creo que he dado respuesta, en la medida 
de mis posibilidades, contestando conjuntamente al señor 
Bandrés. 

Por último, el señor Mardones ha hecho también una 
defensa de la irretroactividad de las normas no correcta. 
Su señoría ha considerado que podría ser admisible la 
irretroactividad en casos menos importantes y ha hecho 
una mención que yo considero no afortunada desde el 
punto de vista técnico-jurídico; ha hecho una mención, re- 

pito, a un supuesto poco importante, que podría ser mul- 
ta por consumo o por tráfico, pero esto es algo mucho más 
importante - c r e o  entender que ha dicho S. S.- y, por 
tanto, la retroactividad es inadmisible. Pues bien, señor 
Mardones, precisamente es todo lo contrario. De acuerdo 
con el número 3, del artículo 9:, de nuestra Constitución, 
esas multas por consumo o tráfico -supongo que de dro- 
ga o por cualquier otro consumo o tráfico que sea puni- 
ble- estarían contenidas en una disposición de carácter 
sancionador y, por lo tanto, esa norma que estableciera 
una sancien por consumo o tráfico tendría que ser irre- 
troactiva, porque el número 3, del artículo 9." de la Cons- 
titución así lo establece. Esta no es una norma sanciona- 
dora y, por lo tanto, no está impedida su irretroactividad 
por la disposición contenida en el número 3, del artículo 
9: de la Constitución española. Precisamente por esa ra- 
zón mantenemos el texto de la disposición transitoria en 
los términos en que está establecido en el proyecto de ley, 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra cl señor Buil. 

El señor BUIL GIRAL: Quiero hacer una observación 
al amparo del artículo 114.3 del Reglamento, porque a mi 
entender en el apartado 3, del artículo 50 que estamos 
viendo yo echo en falta un término. Dice aquí: ((Cuando 
en los supuestos a que alude el apartado primero no hu- 
biere unanimidad...». Y yo creo que es: uCuando en la ca- 
lificación de los supuestos a que alude el apartado prime- 
ro...». Creo que ese es el verdadero sentido que tiene ese 
párrafo y me parece que con la introducción de esta ob- 
servación terminológica quedaría mucho más claro. 

El señor PRESIDENTE: Su Señoría debe formular por 
escrito la propuesta, de acuerdo con lo que dispone tam- 
bién el artículo 114.3 del Reglamento. 

Tiene la palabra el señor Carro. 

El señor CARRO MARTINEZ: Tomo la palabra para la 
Fijación de disposición de nuestro Grupo en orden a este 
proyecto de ley, lamentando que no e s t h  aquí presentes 
los señores Osorio y Calero, que han asistido a las reunio- 
nes de la Ponencia, pero que están en otras Comisiones, 
lo que les impide estar aquí presentes. 

El tema para nosotros no ofrece mayores particularida- 
des. N o  hemos presentado enmiendas, lo que quiere decir 
que estamos sustancialmente de acuerdo con la modifi- 
cación que supone este proyecto de ley en rela.ción con el 
Funcionamiento del Tribunal Constitucional. 

La experiencia nos viene diciendo que el considerable 
volumen de autos de inadmisión que se producen en la ac- 
tuación del Tribunal realmente es excesivo y que convie- 
ne, por razones de economía procesal, poner algunas li- 
mitaciones o medidas que solucionen este tipo de proble- 
mática. Consideramos que este proyecto de ley da una so- 
ución adecuada a esta situación que la experiencia viene 
lemostrando como insatisfactoria. 

Si se acepta, como propone el proyecto, que la inadmi- 
;ibilidad por unanimidad se dicte por providencia, y no 
301' auto como venía haciéndose, creemos que esto va a 
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tener su repercusión en el artículo 86 tal y como propone 
la enmienda número 18, del Grupo de la Democracia Cris- 
tiana, que nosotros estamos dispuestos a votar favo- 
rablemente. 

En cuanto a la eventual retroactividad de la disposi- 
ción transitoria, nosotros no la vemos clara. Es discutible 
que pueda considerarse como retroactiva esta disposición 
transitoria y por tratarse de una norma de derecho públi- 
co que va a sentar criterios de economía procesal y solu- 
cionar problemas pendientes en el Tribunal, considera- 
mos que es adecuada la redacción de dicha disposición 
transitoria. 

En consecuencia, nuestra posici6n. señor Presidente, es 
favorable al proyecto presentado por razones de orden 
técnico y de economía procesal, así como a la enmienda 
número 18, del Grupo de la Democracia Cristiana. 

El señor PRESIDENTE: La Mesa ha resuelto admitir a 
trámite la enmienda del señor Buil. Voy a dar lectura al 
texto de la misma. 

En el apartado 3, del artículo 50, introducir, después 
de la expresión: «Cuando en ... n, el término u ... calificación 
de...». 

Es decir que diría el apartado 3, si no entiendo mal, se- 
ñor Buil: «Cuando en la calificación de los supuestos a 
que alude el apartado primero no hubiera unanimidad ... D. 

¿Está clara la propuesta del señor Buil y que la Mesa 
ha admitido a trámite? (Pausa.) 

Vamos a dar la palabra a los portavoces para que se 
pronuncien si lo desean. 

Tiene la palabra el señor Berenguer. 

El señor BERENCUER FUSTER: Señor Presidente, 
partiendo del supuesto de que esta redacción, como to- 
das, se puede mejorar, considero que la enmienda no con- 
sigue este objetivo de mejora. No se trata de calificación 
de los supuestos, puesto que.los supuestos no se califican; 
en todo caso, lo que se calificará será el escrito del re- 
currente en amparo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Carro. 

El señor CARRO MARTINEZ: Señor Presidente, yo en- 
tendía que lo que se quería era volver a la redacción ori- 
ginaria de los supuestos a que se alude en el número 1,  
porque en la exposición que ha hecho el senor Buil pare- 
ce que se estaba refiriendo al número 2, al anterior, pero 
no es así y realmente creo que no aclara nada. Estoy de 
acuerdo en que se haga en los supuestos a que alude el nú- 
mero 1 y, si la enmienda va en ese sentido, creo que ya 
está recogido en el proyecto y que es totalmente in- 
necesaria. 

El señor PRESIDENTE: Seíior Buil, idesea tomar la 
palabra para defender más su posición o no merece la 
pena? 

El señor BUIL CIRAL: Señor Presidente, precisamente 
por la naturaleza de esta enmienda, que es terminológi- 
ca, me parece conveniente porque el apartado 3 dice: 
UCuando en los supuestos a que alude el apartado prime- 
ro no hubiere unanimidad ... n, pero es que aquí hay varios 
supuestos. Se trata de que antes de ceñirse a un supues- 
to, al a), b), c) o d), tendrá que haber un acuerdo en que 
se refiera a uno de ellos y después tendrá que existir la 
calificación en el sentido del contenido que tenga en cada 
uno de estos apartados. De modo que previamente hay un 
acto de calificación, se llame calificación o se llame de 
otra forma, pero con este sentido. Quiero decir que en los 
supuestos no hay unanimidad. El supuesto es una cosa 
ajena que se trae al proceso. Es en la calificación, es en 
el juicio que se haga de cada supuesto. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pé- 
rez Dobón. 

EL señor PEREZ DOBON: Señor Presidente, no tengo 
ningún ánimo de prolongar excesivamente el debate, pero 
quizá sería lógico decir: Cuando la inadmisión a que se 
refiere el apartado primero no hubiera sido aceptada por 
unanimidad, la Sección, previa audiencia del ... Creo que 
la calificación no es procedente. 

El señor PRESIDENTE: Señores Diputados, el plazo de 
enmiendas terminó en su día, y la Mesa generosamente 
ha aceptado la del señor Buil, pero que no se formulen 
más, porque parece que no es lo procedente. 

Tiene la palabra el señor Berenguer. 

El señor BERENCUER FUSTER: Señor Presidente, si 
no me va a admitir un intento de mejora, renuncio al uso 
de la palabra. 

El señor PRESIDENTE: Si la propuesta que formule 
S. S. fuera aceptada unánimemente, la Mesa con mucho 
gusto le calificaría de acuerdo con el artículo 114.3 y la 
admitiría a trámite, pero suponiendo que no suscite más 
debates, sino que convenga a todos y por todos sea acep- 
tada. Formúlela su señoría. 

El señor BERENCUER FUSTER: Acato y aplaudo la 
resolución que adopte su señoría. 

Sería, en todo caso, decir: Cuando en la apreciación de 
la concurrencia de alguno o algunos de los supuestos a 
que alude el apartado primero no hubiera unanimidad. 

Tiene la palabra el señor Carro. 

El señor CARRO MARTINEZ: Señor Presidente, las co- 
sas son de tan poca monta que realmente nuestro Grupo 
está dispuesto a aceptar cualquiera de las tres soluciones 
propuestas. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: Mantenemos, puesto que ya la 
habíamos admitido, la enmienda del señor Buil, que vo- 
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taremos, y SS. SS. tendrán ocasión de pronunciarse con 
el voto sobre la misma. 

Vamos a proceder a las votaciones de todo el proyecto. 
En primer lugar votamos la enmienda número 17, de 

la Agrupación de la Democracia Cristiana, porque entien- 
do que el señor Carro va a votar a favor de la enmienda 
número 18; por eso mantengo votación separada para la 
enmienda número 17. 

Votamos, pues, esta última enmienda con las modifica- 
ciones que ha señalado su portavoz. . 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 17; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente la enmienda número 18 y su 

consecuente 13, aunque se refiere al título, de la Agrupa- 
ción de la Democracia Cristiana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, nueve; en contra, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos seguidamente las enmiendas números 4,5, 6, 

7 , 8 , 9  y 10, del señor Mardones. 

Efectuada la votación, dio el sigufente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 21; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos seguidamente la enmienda número 3, del se- 

fior Bandrés. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 21; abstenclones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

Votamos seguidamente, puesto que se ha mantenido 
para su votación, la enmienda número 12, de la Agrupa- 
ción Izquierda Unida-Esquerra Catalana. 

Efectuada la vota+n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, dos; en contra, 21; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votamos la enmienda de viva voz que ha sido presen- 

tada por el señor Buil. 

Efectuada la votadón, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, clnco; en contra, 17; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Votadas todas las enmiendas y retiradas las formula- 

das por la Agrupación de la Democracia.Cristiana a la ex- 
posición de motivos, no falta sino votar el texto del infor- 
me de la Ponencia que incluye, como es lógico, el artículo 
único de que se compone el proyecto, más la disposición 
transitoria y la final, y que ha suprimido la exposición de 
motivos que traía el proyecto del Gobierno. Se lo señalo 
a SS. SS. para que sean conscientes de esta situación 
acordada por la Ponencia. 

Votamos el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dlo el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 22; en contra, dos; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el informe de 
la Ponencia y con ello dictaminado el proyecto de ley que 
nos ocupaba. 

Se levanta la sesión. 

Era la una y cuarenta minutos de la tarde. 
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